Obligación de los colegios privados de informar a la SED el cargue de documentos en la plataforma EVI para expedición de resoluciones de costos. by Ballesteros Avellaneda, Paula Andrea
 
 
 
Av. Eldorado No. 66 – 63 
PBX: 324 10 00 Fax: 315 34 48 
Código postal: 111321 
www.educacionbogota.edu.co  
Información: Línea 195 
                                                                                                                                                    
Bogotá, D.C., 21 de julio de 2021 
  
 
MEMORANDO 
 
 
DE:      FERNANDO AUGUSTO MEDINA GUTIÉRREZ  
   Jefe Oficina Asesora Jurídica 
    
PARA:             NUBIA ROCIO TORRES POVEDA 
Directora Local de Educación de Suba. 
       
ASUNTO:   Respuesta a consulta I-2021-50647. Obligación de los colegios privados de informar a la 
SED el cargue de documentos en la plataforma EVI para expedición de resoluciones de 
costos.   
  
Respetada Directora: 
 
De conformidad con su consulta del asunto, ésta Oficina Asesora Jurídica procederá a emitir concepto, de 
acuerdo con las funciones establecidas en los literales A y B1 del artículo 8 del Decreto Distrital 330 de 2008, y 
en los términos del artículo 28 del CPACA, según el cual, por regla general, los conceptos emitidos por las 
autoridades como respuestas a peticiones realizadas en ejercicio del derecho a formular consultas, no son de 
obligatorio cumplimiento o ejecución. 
 
1. Consulta.  
 
“1. Por el hecho de que un colegio, que ha registrado oportunamente la información de su Institución 
en la plataforma EVI, no informa a la SED en los 60 días previos al inicio de sus matrículas o lo hace 
con posterioridad a este periodo, la Dirección Local de Educación debe expedir la resolución de costos 
en régimen controlado?  
 
2. El procedimiento 15-PD-003 es aplicable adicionalmente al registro de la documentación en EVI, en 
el entendido que sería un nuevo diligenciamiento y radicación de información a la cual el equipo local 
de Inspección y Vigilancia ya tiene acceso desde la plataforma EVI?”. 
 
2.           Marco Jurídico.  
 
1.1. Constitución Política de 1991. 
 
1.2. Ley 115 de 1994 “Por la cual se dicta la Ley General de Educación” 
 
1.3. Decreto Nacional 1075 de 2015 “Por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Educación” 
 
1 “Artículo 8º Oficina Asesora de Jurídica. Son funciones de la Oficina Asesora de Jurídica las siguientes: 
A. Asesorar y apoyar en materia jurídica al Despacho del Secretario y demás dependencias de la SED. 
B. Conceptuar sobre los asuntos de carácter jurídico que le sean consultados por las dependencias de la SED y apoyarlas en la resolución de recursos.” 
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1.4. Resolución 018959 del 7 de octubre de 2020 del MEN “Por la por la cual se establecen los parámetros 
para la fijación de las tarifas de matrícula, pensiones y materiales educativos del servicio de educación 
preescolar, básica y media prestado por los establecimientos educativos de carácter privado para el 
año escolar que inicia en el 2021”, 
 
3.           Análisis. 
 
3.1. Regímenes para la definición de las tarifas. 
 
El artículo 202 de la Ley 115 de 1994 dispone que, para definir las tarifas de matrículas, pensiones y cobros 
periódicos derivados de la prestación del servicio educativo en instituciones privadas, cada una debe llevar los 
registros contables necesarios, e instó al Gobierno Nacional a reglamentar los tres regímenes de clasificación 
de las instituciones educativas para el efecto, a saber: 
   
“1. Libertad regulada, según el cual los establecimientos que se ajusten a los criterios fijados por el 
Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Educación Nacional, sólo requieren para poner en 
vigencia las tarifas, comunicarlas a la autoridad competente con sesenta (60) días calendario de 
anticipación, acompañadas del estudio de costos correspondiente. Las tarifas así propuestas podrán 
aplicarse, salvo que sean objetadas.  
   
2. Libertad vigilada, según el cual los diferentes servicios que ofrece un establecimiento serán 
evaluados y clasificados en categorías por el Ministerio de Educación Nacional, en cuyo caso las 
tarifas entrarán en vigencia sin otro requisito que el de observar los rangos de valores preestablecidos 
para cada categoría de servicio, por la autoridad competente.  
   
3. Régimen controlado, según el cual la autoridad competente fija las tarifas al establecimiento 
educativo privado, bien por sometimiento voluntario de éste o por determinación del Ministerio de 
Educación Nacional, cuando lo considere necesario para evitar abusos del régimen de 
libertad”. (Subrayado nuestro). 
   
En desarrollo de lo anterior, el Decreto Nacional 1075 de 2015 que compiló el Decreto 2253 de 1995, dispuso 
en el artículo 2.3.2.2.1.3 que los regímenes ordinarios para la autorización de matrículas, pensiones y cobros 
son los de libertad regulada y libertad vigilada, mientras que el controlado es de aplicación excepcional. 
Sumado a lo anterior, el artículo 2.3.2.2.1.5 ibidem atribuyó al Consejo Directivo de cada plantel educativo 
privado adelantar un proceso de evaluación y clasificación para cada año académico, teniendo en cuenta los 
criterios previstos en la Ley 115 de 1994 y de acuerdo con los lineamientos que adopte el Ministerio de 
Educación Nacional en el Manual de Evaluación y Clasificación de Establecimientos Educativos Privados. 
 
En efecto, el Ministerio de Educación expidió la Guía 4 “Manual de Autoevaluación y Clasificación de 
Establecimientos Privados de Preescolar, Básica y Media”, que fue actualizada en 2020 con la versión No. 9 y 
adoptada mediante Resolución 018959 de 2020, la cual contiene lineamientos e instrucciones para realizar el 
proceso anual de autoevaluación institucional a través del sistema EVI. Por su parte, las entidades territoriales 
certificadas, a través de las secretarías de educación, realizan seguimiento al cumplimiento de las 
disposiciones sobre tarifas por parte de los establecimientos educativos, con base en el reporte anual que 
realizan en su autoevaluación2 y en su información financiera, a través del mencionado sistema3. 
 
2 Involucra aspectos pedagógicos, de personal e infraestructura, entre otros.  
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Según la Guía en mención, en el proceso de autoevaluación institucional, “(…) el rector hace los ajustes 
necesarios en el aplicativo EVI, sube los anexos que sustentan la autoevaluación y comunica la decisión a la 
secretaría de educación sesenta días (60) antes del inicio de la matriculas. La secretaria de educación por 
su parte hace un análisis de la información reportada por el establecimiento educativo en el aplicativo 
EVI. Si como resultado del análisis la secretaria encuentra que la autoevaluación y los anexos cumplen con la 
normatividad vigente, expide la autorización de tarifas mediante un acto administrativo (resolución de costos); 
en caso contrario, requiere al rector para que subsane la información o documentación allegada”4. 
(Subrayado y resaltado nuestro). 
 
Ahora bien, además de la Ley 115 de 1994, el Decreto Nacional 1075 de 2015 y la Guía 4, el Ministerio de 
Educación Nacional expidió la Resolución 018959 del 7 de octubre de 2020 “Por la por la cual se establecen 
los parámetros para la fijación de las tarifas de matrícula, pensiones y materiales educativos del servicio de 
educación preescolar, básica y media prestado por los establecimientos educativos de carácter privado para 
el año escolar que inicia en el 2021”, la cual se actualiza anualmente.  Tal y como lo reconoce en sus 
considerandos dicho acto administrativo, los establecimientos educativos o sus jornadas se clasifican en uno u 
otro régimen dependiendo de la acreditación de requisitos consagrados para cada uno en los artículos 
2.3.2.2.2.2, 2.3.2.2.3.2, 2.3.2.2.4.2, 2.3.2.2.3.6 y 2.3.2.2.3.7 del Decreto 1075 de 2015, y de las variables 
concretas previstas en la resolución, que desarrolla lo dispuesto vía reglamento.  
 
Bajo ese entendido, con base en los resultados de la autoevaluación institucional realizada y de los criterios y 
orientaciones establecidos por el Ministerio de Educación, corresponde a las secretarías de educación expedir 
el acto administrativo que autoriza el régimen aplicable y las tarifas por cobrar. Nótese que, el parágrafo 1 del 
artículo 17 de la Resolución 018959 de 2020 consagra que, los establecimientos educativos privados que 
dentro de los sesenta (60) días anteriores al inicio de su periodo de matrículas, no hayan reportado a la 
secretaría de educación la documentación exigida, se clasificarán en el Régimen Controlado, según lo 
dispuesto en el literal b) del artículo 2.3.2.2.4.2 del Decreto Nacional 1075 de 2015: 
 
“Parágrafo 1. De conformidad con lo dispuesto en el inciso 4 del artículo 2.3.2.2.2.3, el inciso 5 del 
artículo 2.3.2.2.3.5, el inciso 3 del artículo 2.3.2.2.3.7 y el artículo 2.3.2.2.3.9 del Decreto Nacional 
1075 de 2015, los establecimientos educativos de carácter privado que dentro de los sesenta (60) días 
anteriores al inicio de su periodo de matrículas, no hayan reportado a la secretaría de educación de 
la respectiva entidad territorial certificada en educación, la documentación a la que se refieren 
las citadas disposiciones, se clasificarán en el Régimen Controlado, según lo dispuesto en el literal 
b) del artículo 2.3.2.2.4.2 del Decreto 1075 de 2015”. (Subrayado y resaltado nuestro). 
 
3.2. Causales para ingresar a régimen controlado 
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 2.3.2.2.4.1 del Decreto Nacional 1075 de 2015, el régimen 
controlado se aplica por sometimiento voluntario o por determinación de la entidad territorial certificada 
cuando se compruebe alguna infracción a los regímenes ordinarios. En esa medida, dentro de las causales 
para ingresar en dicho régimen están, entre otras, las de “falsedad en la información suministrada por el 
establecimiento educativo privado para la adopción de uno de los regímenes ordinarios” e “incumplimiento de 
los requisitos y criterios señalados en el presente Capítulo para adoptar uno de los regímenes ordinarios”. 
 
3 Según la Guía referida “con el fin de facilitar el proceso de autoevaluación los establecimientos educativos privados cuentan con la aplicación EVI dispuesto por el 
Ministerio de Educación Nacional, en la que realizan la evaluación de recursos, procesos y resultados”. (Páginas 6 y 7) 
4 Página 9 
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Ahora bien, el artículo subsiguiente, esto es, el 2.3.2.2.4.3 ibidem consagra que la sanción de sometimiento al 
régimen controlado implica que las tarifas a aplicar durante el año académico en curso y hasta tanto se 
superen las condiciones para ser calificado allí serán las que determine la autoridad educativa. En ese 
sentido, el parágrafo del artículo referido indica que “en todos los casos de sometimiento al régimen 
controlado por sanción, si a ello hubiere lugar, el acto administrativo correspondiente fijará las condiciones y 
los plazos dentro de los cuales el establecimiento educativo privado deberá cesar en la conducta infractora 
o mejorar la calidad institucional, de servicios o de recursos que dieron origen a la infracción”. (Subrayado y 
resaltado nuestro).  
 
En el mismo sentido, según la Guía 4 del Ministerio de Educación, en el régimen controlado se clasifican “los 
colegios que obtienen más bajos puntajes en su autoevaluación o que no cumplen con los requisitos mínimos 
para estar en un régimen de libertad. El régimen controlado es de aplicación excepcional, y los colegios que 
se clasifiquen en este régimen deben presentar a la respectiva secretaría de educación un plan de 
mejoramiento con las condiciones y plazos establecidos para superar las causales de clasificación en 
este régimen”5. (Subrayado y resaltado nuestro). 
 
Es claro entonces de lo expuesto hasta aquí que, las instituciones educativas clasificadas en el régimen 
controlado deben seguir un plan de mejoramiento para superar la causal en que se incurrió, bien sea por una 
conducta infractora que debe cesar o porque se requiera mejorar la calidad en la prestación del servicio. 
Resulta necesario acotar que la ausencia de comunicación a la entidad territorial, de la decisión de 
autoevaluación adoptada y reportada en la plataforma EVI por la institución educativa, no requiere ni amerita 
de un plan de mejoramiento para subsanar su entrega.   
    
3.3. Prevalencia del derecho sustancial sobre las formas. 
 
Al hacer alusión al deber que tiene el juez de interpretar las normas de forma garantista, es común asociar tal 
afirmación a la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas o formalidades, como uno de los 
postulados derivados de la cláusula de “Estado Social de Derecho” constitucionalizada en nuestro país. Al 
respecto se ha pronunciado la Corte Constitucional en sentencia T-269 de 2018, veamos: 
 
“[u]na de las principales implicaciones de la cláusula Estado Social de Derecho, consagrada en la 
Constitución colombiana, es el carácter normativo que esta reconoce a los derechos fundamentales, 
como principios jurídicamente vinculantes para todas las esferas del Estado. Estos, por efecto de ese 
mismo postulado, irradian todo el ordenamiento jurídico, y se erigen en la medida y derrotero de las 
normas que lo componen en todos sus niveles. // Dicha concepción ha marcado, durante los años de 
vigencia de la Constitución de 1991, un hito en materia de interpretación jurídica y del ejercicio de la 
actividad jurisdiccional en Colombia, por lo menos, en tres aspectos: el primero i) es la implementación 
y consolidación de una justicia constitucional fuerte. El segundo, ii) es el particular efecto de irradiación 
que la Constitución y los derechos fundamentales han tenido en el derecho ordinario; hoy por hoy, 
todos los campos legales sobre los que es posible trabar un litigio judicial han sufrido un creciente 
proceso de constitucionalización, y son susceptibles de ser leídos en clave iusfundamental. 
Correlativamente, iii) la aplicación de los derechos fundamentales a todos estos ámbitos, incluido, por 
supuesto, el derecho civil, supuso una transformación considerable del rol que está llamado a 
 
5 Página 7.  
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desempeñar el juez ordinario en un Estado social y democrático de derecho, al momento de interpretar 
las normas y principios que son del resorte de su competencia.”  (Subrayado nuestro). 
  
Bajo ese entendido, en Sentencia T- 195 de 2019 precisó la misma Corte Constitucional que el proceso de 
constitucionalización ya referido ha sido apropiado en todas las ramas del derecho; que al interpretar incluso 
la ley procesal, es menester advertir que su objeto no es otro que garantizar la efectividad de los derechos 
reconocidos en la ley sustancial, y que “las dudas que surjan en la interpretación de las normas del presente 
código deberán aclararse mediante la aplicación de los principios constitucionales y generales del derecho 
procesal garantizando en todo caso el debido proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los 
demás derechos constitucionales fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades 
innecesarias.” 
 
Sin perjuicio de la aplicación exegética de dicha interpretación en el quehacer judicial, para esta Oficina 
Asesora es absolutamente clara la posibilidad de extrapolarla al ámbito administrativo; específicamente al 
ámbito de los procesos adelantados en aras de amparar los derechos de los administrados.   
 
3.4. Alcance de los procedimientos administrativos.  
 
El Decreto Nacional 1083 de 2015 “por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 
de Función Pública”, señala como parte del Sistema Institucional de Control Interno, los métodos, principios, 
normas y procedimientos, entre otras herramientas, estructuradas en atención a las metas, resultados u 
objetivos de la entidad6. En ese marco, dentro de la función de gestión gerencial de la entidad, corresponde a 
todos los niveles y áreas “documentar y aplicar los métodos, metodologías, procesos y procedimientos (…) no 
sólo para el cumplimiento de sus funciones asignadas, sino para el cumplimiento de las metas y objetivos 
establecidos”. 
 
Teniendo en cuenta que, corresponde a las Secretarías de Educación autorizar las tarifas mediante acto 
administrativo para cada establecimiento educativo privado, mediante Resolución 329 de Julio 2019 la SED 
adoptó el procedimiento 15-PD-003 “Autorización anual de Tarifas y Costos Educativos para Establecimientos 
Educativos no Oficiales”. El procedimiento en mención señala en las actividades 6 y 7 “adjuntar documentos 
soporte de la autoevaluación institucional y aprobación de tarifas educativas” y “diligenciar y radicar 
información para su revisión”, en cabeza del rector o representante legal, y en la actividad 8 “revisar, analizar 
y verificar la documentación registrada en el aplicativo de autoevaluación y clasificación diseñados por el 
ministerio de educación nacional”, en cabeza del Equipo de Inspección y Vigilancia de la Dirección Local de 
Educación, con el fin de verificar si la información es coherente y cuenta con lo requerido.  
 
4. Respuestas a las inquietudes formuladas en la consulta.  
 
“1. Por el hecho de que un colegio, que ha registrado oportunamente la información de su Institución en la 
plataforma EVI, no informa a la SED en los 60 días previos al inicio de sus matrículas o lo hace con 
posterioridad a este periodo, la Dirección Local de Educación debe expedir la resolución de costos en régimen 
controlado?”  
 
Respuesta: Como corolario de lo expuesto, tenemos que (i) la clasificación en el régimen controlado es de 
carácter excepcional; (ii) la información que revisa la Secretaría de Educación es aquella reportada en el 
 
6 Artículo 2.2.21.3.1 
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aplicativo EVI por las instituciones educativas; (iii) si la información no cumple con la normatividad vigente, 
corresponde a la entidad requerir al rector para que subsane, y (iv) si bien la Resolución 018959 de 2020 
consagra que se clasificarán en régimen controlado aquellos planteles educativos que no hayan comunicado 
el reporte de la documentación exigida en el Decreto 1075 de 2015; el Decreto 1075 de 20157 y la Guía 4 
hacen alusión a la necesidad de comunicar la decisión de la autoevaluación reportada, pero no señalan la 
misma consecuencia gravosa. 
 
Adicionalmente, según las normas referidas previamente, el fin último de la clasificación de una institución 
educativa en régimen controlado es garantizar una adecuada prestación del servicio educativo; por tanto, se 
exige la presentación y cumplimiento de un plan de mejoramiento que permita mejorar las condiciones de 
éste. Así las cosas, establecer plazos y condiciones para acreditar un requisito formal, a sabiendas de lo que 
implica para la institución educativa, no garantiza la prevalencia de los derechos sustanciales ni materializa 
principios administrativos como economía, eficiencia y eficacia, al preferir acudir a una sanción antes que a un 
requerimiento previo para acreditar la formalidad.  
 
Bajo ese entendido, advirtiendo que debe darse prevalencia al derecho sustancial sobre las formas; que la 
sanción a imponer en el caso concreto no permite cumplir la finalidad con que fue prevista; que existen 
mecanismos alternativos para exigir el cumplimiento de ciertos requisitos formales; que la entidad cuenta con 
la posibilidad de acceder a la información pese a no contar con la comunicación, y que es dable verificar la 
veracidad de aquella corroborando el reporte realizado al aplicativo EVI, se considera prudente interpretar las 
causales del régimen controlado de manera restrictiva según lo previsto en el Decreto Nacional 1075 de 2015.  
 
“2. El procedimiento 15-PD-003 es aplicable adicionalmente al registro de la documentación en EVI, en el 
entendido que sería un nuevo diligenciamiento y radicación de información a la cual el equipo local de 
Inspección y Vigilancia ya tiene acceso desde la plataforma EVI?”. 
 
Respuesta: El procedimiento 15-PD-003 no crea nuevas obligaciones en cabeza de los particulares ni de la 
administración pública. Bajo este entendido, el procedimiento referido únicamente permite que la Secretaría 
de Educación cumpla con las funciones legales asignadas, así como con las metas y objetivos establecidos. 
En esa medida y, según lo dispuesto en el Decreto 1083 de 2015, el procedimiento debe ser aplicado por 
todos los niveles y áreas de la entidad para garantizar una gestión pública eficiente. 
 
En los anteriores términos se da respuesta a su solicitud. 
 
Finalmente, recuerde que puede consultar los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica en la página 
web de la Secretaría de Educación del Distrito, http://www.educacionbogota.edu.co, siguiendo la ruta: 
Transparencia y acceso a la información pública/ Normatividad / Conceptos Oficina Jurídica.    
 
Cordialmente, 
  
Original firmado por 
FERNANDO AUGUSTO MEDINA GUTIÉRREZ 
Jefe Oficina Asesora Jurídica                                                                 
 
Revisó: María Camila Cótamo Jaimes. Abogada Oficina Asesora Jurídica. 
 
7 Artículo 2.3.2.2.1.7 
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Proyectó: Paula Andrea Ballesteros A. -  Abogada Contratista Oficina Asesora Jurídica.                   
